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SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 12 de abril de 2021. 

I.  

 El 30 de septiembre de 2020, MAPFRE Praico Insurance 

Company (MAPFRE o la peticionaria) presentó una Petición de 

Certiorari en la que solicitó que revoquemos una Orden1 emitida por 

el Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior de Carolina (TPI), el 

31 de julio de 2020. Mediante ésta, el TPI declaró “No Ha Lugar” la 

Moción de Desestimación Parcial2 presentada por la peticionaria el 

14 de julio de 2020. En la moción, MAPFRE alegó que procedía la 

desestimación de las reclamaciones basadas en la Ley Núm. 247-

2018 dado que dicho estatuto fue aprobado con posterioridad a los 

hechos que dieron lugar a la demanda, por lo que no aplica a eventos 

ocurridos antes de su aprobación al no ser de aplicación retroactiva. 

En desacuerdo con la Orden del foro recurrido, la peticionaria 

 
1 Página 73-74 del apéndice de la Petición de Certiorari. 
2 Páginas 42-54, íd. 
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presentó una Moción de Reconsideración3. El TPI declaró “No Ha 

Lugar” dicha solicitud el 2 de septiembre de 2020.4 

 En atención a la Petición de Certiorari, el 6 de octubre de 2020, 

emitimos una Resolución en la que concedimos a Smart Connection, 

LLC (Smart o parte recurrida) un término de diez (10) días para 

comparecer y mostrar causa por la que no debíamos expedir el auto 

de certiorari y revocar la Orden recurrida. 

 El 8 de octubre de 2020, Smart presentó un Memorando en 

Oposición a Expedición de la Petición de Certiorari en el cual solicitó 

que no expidamos el auto de certiorari por no cumplir con los 

requisitos exigidos por el Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 

LPRA Ap. XXII-B, o, en la alternativa, que deneguemos la petición 

de MAPFRE dado que la Ley Núm. 247-2018, infra, es de aplicación 

retroactiva y cobija la reclamación de autos como consecuencia del 

paso del huracán María por Puerto Rico. 

 Con el beneficio de la comparecencia de las partes, 

pormenorizaremos los hechos atinentes a la Petición de Certiorari. 

II. 

 El caso de marras tuvo su génesis en una Demanda5 incoada 

por Smart el 20 de septiembre de 2019 contra MAPFRE. La parte 

recurrida alegó que MAPFRE expidió la póliza número 

1600178007454 a su favor y que varios locales asegurados por 

dicha póliza sufrieron daños a consecuencia del huracán María. 

Arguyó que la póliza se encontraba vigente al momento del paso del 

huracán. Por tal razón, incluyó las siguientes causas de acción: 

incumplimiento de contrato; daños y perjuicios, dolo y mala fe en el 

incumplimiento de contrato y por violaciones al Código de Seguros 

de Puerto Rico; y costas y honorarios por temeridad. Entre otros 

 
3 Presentada el 14 de agosto de 2020. Páginas 75-78, íd. 
4 Véase Orden, notificada a las partes el 2 de septiembre de 2020. Página 83, íd. 
5 Páginas 1-9 del apéndice de la Petición de Certiorari. 
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remedios, solicitó el pago por razón del presunto incumplimiento de 

MAPFRE con sus obligaciones conforme a la póliza y/o las 

violaciones al Código de Seguros de Puerto Rico (Código de Seguros), 

según establecido en la Ley Núm. 247-2018. 

 Posteriormente, Smart presentó una Moción para Enmendar 

Demanda6 y una Demanda Enmendada7. 

 El 3 de abril de 2020, MAPFRE presentó su Contestación a la 

Demanda Enmendada.8  

 El 14 de julio de 2020, la peticionaria solicitó la desestimación 

de la causa acción en torno a las presuntas violaciones al Código de 

Seguros.9 Alegó que Smart dejó de exponer una reclamación que 

justificara la concesión de un remedio y que era improcedente en 

derecho. Específicamente, MAPFRE arguyó que la Ley Núm. 247-

2018 no era de aplicación retroactiva y que, por lo tanto, no aplicaba 

a los daños provocados por el huracán María. Argumentó que los 

hechos que dieron lugar a la causa de acción ocurrieron con 

anterioridad a la aprobación de la referida ley y procedía 

desestimarla. Además, alegó que, de determinarse que la ley en 

controversia es de aplicación retroactiva, una causa de acción al 

amparo del Art. 27.164 del Código de Seguros, 26 LPRA sec. 2716d, 

no puede ser instada junto a otras causas de acción, como lo son 

incumplimiento de contrato y los daños y perjuicios derivados del 

incumplimiento de contrato. Señaló que las reclamaciones 

extracontractuales no son acumulables con reclamaciones 

contractuales. 

 El 29 de julio de 2020, Smart presentó su Oposición a Moción 

de Desestimación Parcial10. Adujo que la retroactividad de la Ley 

Núm. 247-2018, infra, era implícita pues surgía de la intención del 

 
6 Página 11, íd. 
7 Páginas 12-21, íd. 
8 Páginas 28-41, íd.  

9 Véase la Moción de Desestimación Parcial.  Páginas 42-54, íd. 
10 Páginas 55-72, íd.  
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legislador, consignada en la exposición de motivos, especialmente 

en lo referente a las reclamaciones que surgen como consecuencia 

del paso del huracán María por Puerto Rico. Sostuvo que las 

disposiciones del Código de Seguros estaban incorporadas a la 

póliza y, en consecuencia, incurrir en prácticas desleales constituye 

un incumplimiento de contrato. Por lo que, alegó que no procedía 

desestimar las causas de acción por incumplimiento de contrato. A 

su vez, argumentó que las causas de acción incoadas eran 

contractuales y no extracontractuales. Adujo que en la exposición 

de motivos de la referida ley, específicamente, se hace referencia a 

las reclamaciones pendientes por el paso de los huracanes Irma y 

María. Además, argumentó que la prohibición a las aseguradoras de 

incurrir en prácticas desleales está incorporada en los contratos de 

seguros, por lo que la violación a la aludida prohibición constituye 

incumplimiento del contrato de seguros. 

 El TPI declaró “No Ha Lugar” la solicitud de desestimación de 

MAPFRE mediante Orden11 del 31 de julio de 2020. El foro recurrido 

concluyó que en las causas de acción sobre incumplimiento de 

contrato al amparo del Código Civil de Puerto Rico no existe otro 

remedio que no sea el incumplimiento de contrato. Resolvió que en 

materia de seguros, que es especial, el legislador concedió una 

acción adicional a los consumidores, a saber, una acción de daños.  

 En desacuerdo, la aseguradora presentó una Moción de 

Reconsideración12, en la que reiteró sus planteamientos. En apoyo a 

estos, citó el caso Joel Rivera Lasanta v. United Surety & Indemnity 

Company, KLAN201900699, resuelto por un Panel hermano. 

Además, alegó que el TPI no resolvió la controversia en torno a la 

retroactividad de la Ley Núm. 247-2018.  

 
11 Páginas 73-74, íd. 
12 Páginas 75-78, íd. 
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En reacción, la parte recurrida presentó una Oposición a 

Moción de Reconsideración13, en la que argumentó que el TPI debía 

sostener su determinación. Sobre el caso Joel Rivera Lasanta v. 

United Surety & Indemnity Company, supra, arguyó que este 

Tribunal revocó el caso por entender que los requisitos previos a la 

presentación de la demanda establecidos en la Ley Núm. 247-2018 

en torno a la notificación al Comisionado de Seguros, no tienen 

efecto retroactivo. Alegó que todas las reclamaciones de la parte 

recurrida están basadas en incumplimiento contractual, bajo los 

propios términos de la póliza de seguros. 

Luego de considerar los escritos de las partes, el TPI emitió 

una Orden14 en la que declaró “No Ha Lugar” la solicitud de MAPFRE 

y resolvió que procedería la continuación de los procedimientos. 

 Inconforme, MAPFRE señaló los siguientes errores: 

A. Erró el Tribunal de Primera Instancia al no desestimar las 
causas de acción bajo la Ley 247-2018, toda vez que 
dicho estatuto tiene carácter prospectivo y fue aprobado 
con posterioridad a los hechos alegados en la demanda. 
 

B. Erró el Tribunal de Primera Instancia al no desestimar las 
causas que emanan del Art. 27.164 de la Ley 247-2018, 
toda vez que éstas no pueden ser acumuladas con la 
causa de acción de incumplimiento de contrato. 

 

III. 

En vista de los errores imputados al TPI, es menester 

pormenorizar algunas normas de hermenéutica atinentes a la 

interpretación de las leyes.  

-A- 

El Art. 14 del entonces vigente Código Civil de 193015, 31 

LPRA ant. sec. 14, disponía que: “[c]uando la ley es clara [y] libre de 

toda ambigüedad, la letra de ella no debe ser menospreciada bajo el 

 
13 Páginas 79-82, íd. 
14 Página 83, íd. 
15 Tomamos conocimiento judicial de que el Código Civil de 1930 fue derogado 

mediante la Ley Núm. 55-2020, aprobada el 1 de junio de 2020, la cual tendrá 

vigencia luego de transcurridos ciento ochenta (180) días desde su aprobación. 

Regla 201 de las de Evidencia, 32 LPRA Ap. VI, R. 201; UPR v. Laborde Torres 

y otros I, 180 DPR 253 (2010). 



 
 

 
KLCE202000926 

 

6 

pretexto de cumplir su espíritu”. El propio texto de la ley es la mejor 

expresión de la intención del legislador. Rosario Domínguez v. ELA 

et al, 198 DPR 197, 206 (2017); COSVI v. CRIM, 193 DPR 281 

(2015); Shell v. Srio. Hacienda, 187 DPR 109 (2012). 

Por otro lado, “[e]l medio más eficaz y universal para descubrir 

el verdadero sentido de una ley cuando sus expresiones son 

dudosas, es considerar la razón y espíritu de ella, o la causa o 

motivos que indujeron al poder legislativo a dictarla”. (Itálicas 

nuestras). Art. 19 del Código Civil de 1930, 31 LPRA ant. sec. 19. 

Sobre el particular, en el caso Rolón Martínez v. Supte. 

Policía, 201 DPR 26, 40 (2018), el Tribunal Supremo reiteró que: 

“al interpretar una ley debemos examinar por completo su contenido 

para determinar el significado de cada una de sus partes”. Véase, 

además, Pueblo en interés menor L.R.R., 125 DPR 78, 86-87 

(1989); R.E. Bernier y J.A. Cuevas Segarra, Aprobación e 

interpretación de las leyes en Puerto Rico, 2da ed. rev., San Juan, 

Pubs. JTS, 1987, pág. 315. Ello con fin de aclarar las dudas y lograr 

que la ley sea un todo armónico y efectivo.  Rolón Martínez v. 

Supte. Policía, supra, pág. 40; Bernier y Cuevas Segarra, op. cit.; 

Aquino González v. A.E.E.L.A., 182 DPR 1, 39-40 (2011); Pueblo 

en interés menor L.R.R., supra. 

En ese sentido, el Tribunal Supremo ha establecido que: 

[T]oda ley debe ser examinada y comparada sus 
partes, de suerte que sean hechas consistentes y tengan 
efecto. Para ello, deben interpretarse las diferentes 
secciones, las unas en relación con las otras, completando o 
supliendo lo que falte o sea oscuro en una con lo dispuesto 
en la otra, procurando siempre dar cumplimiento al 

propósito del legislador. Rolón Martínez v. Supte. 
Policía, supra, págs. 40-41, citando a Bernier y Cuevas 

Segarra, op. cit., pág. 315. Véase, además, Pueblo v. Catalá 

Morales, 197 DPR 214, 226 (2017); Pueblo v. Santana 

Vélez, 168 DPR 30, 43 (2006).  

 

Por lo cual, “[n]o se pueden tomar aisladamente los distintos 

apartados de la ley, sino que deben tomarse todos en conjunto, o 

sea, íntegramente”. Rolón Martínez v. Supte. Policía, supra, pág. 
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41, citando a Bernier y Cuevas Segarra, op. cit., pág. 315. Véase, 

además, Aquino González v. A.E.E.L.A., supra, pág. 40; Pueblo en 

interés menor L.R.R., supra, pág. 87. 

-B- 

En otro extremo, la industria de seguros se encuentra 

altamente regulada por la Ley Núm. 77 de 19 de junio de 1957, 

según enmendada, conocida como el “Código de Seguros de Puerto 

Rico”.16 Esta industria está revestida del más alto interés público. 

Jiménez López et al. v. SIMED, 180 DPR 1, 8 (2010).  

El contrato de seguros es definido como “aquel por el que una 

persona se obliga a indemnizar otra si se produce un suceso incierto 

previsto”. Art. 1.020 del Código de Seguros17. En ese contexto, 

constituye un acuerdo donde una parte se compromete a compensar 

a otra por una pérdida ocasionada a causa de una contingencia en 

particular. Savary et al. v. Mun. Fajardo et al., 198 DPR 1014, 

1023 (2017). Es decir, a cambio del pago de una prima, se transfiere 

el riesgo de un evento específico a la aseguradora, quien viene 

obligada a cubrir los daños económicos por los que el asegurado esté 

llamado a responder. Íd; Viruet et al. v. SLG Casiano-Reyes, 

194 DPR 271, 278 (2015). Conforme lo anterior, la función 

primordial de una póliza de seguro es establecer un mecanismo para 

transferir un riesgo y de esta manera proteger al asegurado de 

ciertos eventos identificados en el contrato de seguro. Íd.; R.J. 

Reynolds v. Vega Otero, 197 DPR 699, 707 (2017). Es por ello que 

la asunción de un riesgo de pérdida y el compromiso de asegurar 

contra dicha pérdida son requisitos esenciales de un contrato de 

seguro. OCS v. CODEPOLA, 202 DPR 842, 859 (2019). A su vez, 

como norma general, otra de las características esenciales de las 

pólizas de seguro es la obligación de indemnizar. Íd. “Indemnizar se 

 
16 26 LPRA sec. 101 et seq. 
17 26 LPRA sec. 102. 



 
 

 
KLCE202000926 

 

8 

define como la acción de resarcir de un daño o perjuicio”. Íd. Véase 

I. Rivera García, Diccionario de términos jurídicos, 3ra ed., San Juan, 

Lexis Publishing, 2000, pág. 125. 

La póliza configura el documento escrito donde se plasman los 

términos que rigen el contrato de seguro. Rivera Matos, et al v. 

Triple-S Propiedad, Inc. y ACE Insurance Company, 2020 TSPR 

89, 204 DPR ____ (2020); R.J. Reynolds v. Vega Otero, supra, pág. 

707. Véase, además, el Art. 11.140 del Código de Seguros, 26 LPRA 

sec. 1114(1). En otras palabras, los términos que componen el 

contrato de seguro están contenidos en la póliza. Íd.  

Los términos de una póliza de seguros se entenderán claros 

cuando el lenguaje utilizado sea específico, sin que de margen a 

dudas, ambigüedades o esté sujeto a distintas interpretaciones. 

Rivera Matos, et al v. Triple-S Propiedad, Inc. y ACE Insurance 

Company, supra; R.J. Reynolds v. Vega Otero, supra; Echandi 

Otero v. Stewart Title, 174 DPR 355 (2008); S.L.G. Francis- 

Acevedo v. SIMED, 176 DPR 372 (2009). 

Siendo una materia revestida de alto interés público, el Código 

de Seguros establece la forma en que se interpretarán los contratos 

de seguros. Rivera Matos, et al v. Triple-S Propiedad, Inc. y ACE 

Insurance Company, supra. Este dispone que las cláusulas 

contenidas en una póliza se interpretarán globalmente. Íd. A saber, 

a base del conjunto total de sus términos y condiciones, según 

expuestos en la póliza y conforme a como se hayan ampliado, 

extendido o modificado por aditamento, endoso o solicitud adherida 

a la póliza y que forme parte de esta. Íd.; Echandi Otero v. Stewart 

Title, supra, pág. 369. Véase, además, el Art. 11.250 del Código de 

Seguros.18 “En consecuencia, corresponde interpretar el lenguaje 

plasmado en la póliza en su acepción de uso común general, sin 

 
18 26 LPRA sec. 1125. 
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ceñirse demasiado al rigor gramatical”. (Subrayado nuestro). Rivera 

Matos, et al v. Triple-S Propiedad, Inc. y ACE Insurance 

Company, supra. Véanse, además, Jiménez López et al. v. Simed, 

180 DPR 1 (2010); S.L.G. Francis-Acevedo v. SIMED, supra; 

Echandi Otero v. Stewart Title, supra. Asimismo, las cláusulas 

del contrato de seguros deberán examinarse desde “la óptica de una 

persona normal de inteligencia promedio”. Rivera Matos, et al v. 

Triple-S Propiedad, Inc. y ACE Insurance Company, supra; 

S.L.G. Ortiz-Alvarado v. Great American, 182 DPR 48 (2011). De 

esa forma, podemos asegurarnos de que quien adquiere la póliza 

reconoce cuál es el alcance de la misma. Íd. 

En la interpretación de los contratos de seguro, las normas 

generales del Código Civil “aplicarán sólo de manera supletoria”. 

(Énfasis nuestro). Echandi Otero v. Stewart Title, supra, pág. 

369. Véase, además, Banco de la Vivienda v. Underwriters, 111 

DPR 1 (1981); Molina Texidor v. Centro Recreativo Plaza 

Acuática, 166 DPR 260 (2005); Artículos 1233 a 1241 del entonces 

vigente Código Civil de 1930.19  

No podemos perder de perspectiva que “el contrato de seguro 

es un contrato de adhesión, por lo cual debe interpretarse 

liberalmente en beneficio del asegurado”. Monteagudo Pérez v. 

E.L.A., 172 DPR 12, 21 (2007).  

Ahora bien, cuando los términos de un contrato de seguro son 

claros, específicos y no dan lugar a ambigüedades o a distintas 

interpretaciones, se hará valer la voluntad de las partes. Íd.; 

Quiñones López v. Manzano, 141 DPR 139, 155-156 (1996); 

Molina Texidor v. Centro Recreativo Plaza Acuática, supra. 

Véase, además, el Art. 1233 del Código Civil de 1930, 31 LPRA ant. 

sec. 3471.   

 
19 31 LPRA ant. secs. 3471-3479. 
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-C- 

Por otro lado, tras el paso de los huracanes Irma y María por 

Puerto Rico y dado al mal manejo de las aseguradoras al atender las 

reclamaciones de las personas afectadas por estos fenómenos, la 

Asamblea Legislativa promulgó la Ley Núm. 247-2018. La citada ley 

tiene como fin “disponer remedios y protecciones civiles adicionales 

a la ciudadanía en caso de incumplimiento por parte de las 

aseguradoras”. De ese modo, el legislador procuró brindar mayor 

seguridad, remedios y protecciones a los asegurados. Exposición de 

Motivos, Ley Núm. 247-2018. 

Mediante la Sección 1 de la Ley Núm. 247-2018, se añadió el 

Artículo 27.164 al Código de Seguros, supra. Dicho artículo permite 

a una persona incoar una acción civil contra la aseguradora cuando 

alegue que sufrió daños a consecuencia de varias violaciones al 

Código de Seguros, que fueron enumeradas en dicho artículo. Entre 

estas, se encuentran las siguientes: i) competencia desleal, prácticas 

injustas y engañosas, prohibidas (Artículo 27.020); ii) obligación de 

informar cubierta; copia de la póliza (Artículo 27.040); iii) 

Diferenciación injusta, prohibida (Artículo 27.130); iv) Prácticas 

desleales en el ajuste de reclamaciones (27.161), entre otras. A su 

vez, el Artículo 27.164 enumera otras instancias en las que la 

persona afectada podrá presentar una acción civil contra la 

aseguradora.  

El inciso (3) del Artículo 27.164, supra, establece que, como 

condición previa a presentar una causa de acción al amparo del 

artículo, la parte afectada deberá notificar por escrito al 

Comisionado y a la aseguradora de la violación. Asimismo, establece 

la forma en que se deberá hacer la notificación y los términos en los 

que se atenderá. 

Por otra parte, el inciso (6) del Artículo 27.164 del Código de 

Seguros, supra, establece expresamente que: 
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El recurso civil especificado en este Artículo no 
sustituye cualquier otro recurso o causa de acción prevista 
en virtud de cualquier otro estatuto o de conformidad con las 
leyes de Puerto Rico o las leyes federales aplicables. 
Cualquier persona podrá reclamar bajo las disposiciones 
generales referente a materia de contratos o derecho 
extracontractual o daños y perjuicios, según contemplados 
en el Código Civil de Puerto Rico.  Sin embargo, los tribunales 
o foros adjudicativos están impedidos de procesar y 
adjudicar ambos recursos o causas de acción. Los daños 
recuperables de conformidad con este Artículo incluirá 
aquellos daños que son un resultado razonablemente 
previsible de una violación específica de este Artículo por la 
aseguradora autorizada y puede incluir una adjudicación o 
juicio por un monto que exceda los límites de la póliza. 
(Énfasis nuestro). 

 

-D- 
 

El auto de certiorari es un remedio procesal discrecional que 

permite a un tribunal de mayor jerarquía revisar las 

determinaciones de un tribunal inferior. Medina Nazario v. McNeil 

Healthcare LLC, 194 DPR 723, 728 (2016). Véase, además, IG 

Builders et al. v. BBVAPR, 185 DPR 307, 337 (2012). A diferencia 

de una apelación, el tribunal de superior jerarquía tiene la facultad 

de expedir el auto de certiorari de forma discrecional. Rivera 

Figueroa v. Joe’s European Shop, 183 DPR 580, 596 (2011). 

La Regla 52.1 de las de Procedimiento Civil de 2009, según 

enmendada, 32 LPRA Ap. V, R. 52.1,20 establece las instancias en 

las que el foro revisor posee autoridad para expedir un auto de 

 
20 Esta Regla dispone que: 

[….]   

El recurso de certiorari para revisar resoluciones u órdenes 
interlocutorias dictadas por el Tribunal de Primera Instancia, 

solamente será expedido por el Tribunal de Apelaciones cuando se 

recurra de una resolución u orden bajo las Reglas 56 y 57 o de la 

denegatoria de una moción de carácter dispositivo. No obstante, y 

por excepción a lo dispuesto anteriormente, el Tribunal de 
Apelaciones podrá revisar órdenes o resoluciones interlocutorias 

dictadas por el Tribunal de Primera Instancia cuando se recurra 

de decisiones sobre la admisibilidad de testigos de hechos o peritos 

esenciales, asuntos relativos a privilegios evidenciarios (sic), 

anotaciones de rebeldía, en casos de relaciones de familia, en casos 

que revistan interés público o en cualquier otra situación en la cual 
esperar a la apelación constituiría un fracaso irremediable de la 

justicia. Al denegar la expedición de un recurso de certiorari en 

estos casos, el Tribunal de Apelaciones no tiene que fundamentar 

su decisión.   

Cualquier otra resolución u orden interlocutoria expedida 

por el Tribunal de Primera Instancia podrá ser revisada en el 
recurso de apelación que se interponga contra la sentencia sujeto 

a lo dispuesto en la Regla 50 sobre los errores no perjudiciales. 

(Énfasis nuestro). 
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certiorari sobre materia civil. Scotiabank v. ZAF Corporation, et 

als., 202 DPR 478 (2019), 2019 TSPR 90. La citada regla delimita el 

alcance jurisdiccional del Tribunal de Apelaciones par a atender un 

recurso de certiorari que trate sobre la revisión de dictámenes 

interlocutorios del Tribunal de Primera Instancia. Mun. de Caguas 

v. JRO Construction, 201 DPR 703 (2019). Nuestro rol al atender 

recursos de certiorari descansa en la premisa de que es el foro de 

instancia quien está en mejor posición para resolver controversias 

interlocutorias, o de manejo del caso, y en la cautela que debemos 

ejercer para no interrumpir injustificadamente el curso corriente de 

los pleitos que se ventilan ante ese foro. Torres Martínez v. Torres 

Ghigliotty, 175 DPR 83, 97 (2008). 

Si el asunto sobre el cual versa el recurso de certiorari está 

comprendido en una de las instancias establecidas en la Regla 52.1 

de las Procedimiento Civil, supra, debemos pasar entonces a un 

segundo escrutinio. El mismo se caracteriza por la discreción que 

ha sido conferida al Tribunal de Apelaciones para autorizar, expedir 

y adjudicar en sus méritos el caso. 

Con el fin de que podamos ejercer de una manera sabia y 

prudente nuestra facultad discrecional, la Regla 40 del Reglamento 

del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40, establece los 

criterios que debemos tomar en consideración al atender una 

solicitud de expedición de un auto de certiorari.21   

 
21 Esta Regla dispone lo siguiente:  

El Tribunal tomará en consideración los siguientes criterios al 

determinar la expedición de un auto de certiorari o de una orden de 

mostrar causa: 

(A) Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, a 

diferencia de sus fundamentos, son contrarios a derecho. 

(B) Si la situación de hechos planteada es la más indicada para el 
análisis del problema. 

(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y manifiesto 

en la apreciación de la prueba por el Tribunal de Primera 

Instancia. 

(D) Si el asunto planteado exige consideración más detenida a la 

luz de los autos originales, los cuales deberán ser elevados, o 
de alegatos más elaborados. 

(E) Si la etapa del procedimiento en que se presenta el caso es la 

más propicia para su consideración. 
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Reiteradamente, el Tribunal Supremo de Puerto Rico ha 

expresado que en su misión de hacer justicia la discreción “es el más 

poderoso instrumento reservado a los jueces”. Rodríguez v. Pérez, 

161 DPR 637, 651 (2004); Banco Metropolitano v. Berríos, 110 

DPR 721, 725 (1981). La discreción se refiere a “la facultad que tiene 

[el tribunal] para resolver de una forma u otra, o de escoger entre 

varios cursos de acción”. Citibank et al. v. ACBI et al., 200 DPR 

724, 735 (2018); García López y otro v. E.L.A., 185 DPR 371 

(2012). En ese sentido, ha sido definida como “una forma de 

razonabilidad aplicada al discernimiento judicial para llegar a una 

conclusión justiciera”. Citibank et al. v. ACBI et al., supra; 

Medina Nazario v. McNeil Healthcare LLC, supra, pág. 729. Lo 

anterior “no significa poder actuar en una forma u otra, haciendo 

abstracción del resto del Derecho”. Hietel v. PRTC, 182 DPR 451, 

459 (2011); Pueblo v. Rivera Santiago, 176 DPR 559, 580 (2009); 

Negrón v. Srio. de Justicia, 154 DPR 79, 91 (2001); Bco. Popular 

de P.R. v. Mun. de Aguadilla, 144 DPR 651, 658 (1997). Ello, 

ciertamente, constituiría un abuso de discreción.  

En ese sentido, el Tribunal Supremo de Puerto Rico ha 

establecido que “la discreción que cobija al Tribunal de Primera 

Instancia en sus determinaciones discrecionales es amplia, por lo 

que sus decisiones merecen gran deferencia”. Citibank et al. v. 

ACBI et al., supra, pág. 735. Cónsono con ello, es norma reiterada 

que este tribunal no intervendrá “con determinaciones emitidas por 

el foro primario y sustituir el criterio utilizado por dicho foro en el 

ejercicio de su discreción, salvo que se pruebe que dicho foro actuó 

con prejuicio o parcialidad, incurrió en craso abuso con el ejercicio 

de la discreción, o que incurrió en error manifiesto”. Citibank et al. 

 
(F) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa no 

causan un fraccionamiento indebido del pleito y una dilación 
indeseable en la solución final del litigio. 

(G) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa evita 

un fracaso de la justicia. (Énfasis nuestro).  
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v. ACBI et al., supra, pág. 736. Véase, además, Trans-Oceanic Life 

Ins. v. Oracle Corp., 184 DPR 689, 709 (2012); Lluch v. España 

Service Sta., 117 DPR 729, 745 (1986). 

IV. 

 En el caso ante nos, en el primer error, MAPFRE imputó al TPI 

haber errado al no desestimar las causas de acción incoadas al 

amparo de la Ley Núm. 247-2018. Esgrimió que dicha ley fue 

aprobada con posterioridad a los hechos que dieron lugar a la 

demanda del caso epígrafe y que dicho estatuto no establece que 

tendría efecto retroactivo.  

 Resulta palmario que los hechos que dieron lugar a la 

demanda incoada, es decir las acciones u omisiones de la 

aseguradora al atender la reclamación, surgieron con posterioridad 

a la aprobación de la Ley Núm. 247-2018. Por lo cual, resolvemos 

que el TPI no cometió el primer error imputado. Independientemente 

de si la Ley Núm. 247-2018 es de aplicación retroactiva o no, la 

conducta imputada a la aseguradora, sobre su incumplimiento de 

los deberes pre-existentes, surgió con posterioridad a la aprobación 

de la Ley Núm. 247-2018.  

 En el segundo error, MAPFRE planteó que el foro recurrido 

incidió al no desestimar las causas de acción incoadas al amparo 

del Art. 27.164 del Código de Seguros, supra, según enmendado por 

la Ley Núm. 247-2018, pues las mismas no podían ser acumuladas 

con la causa de acción de incumplimiento de contrato. 

 Según pormenorizamos, la póliza de seguros es un contrato 

que tiene fuerza de ley entre las partes. Empero, este se encuentra 

regulado por el Código de Seguros, supra. Mediante el Art. 27.164 

del Código de Seguros, supra, el legislador dispuso de remedios 

adicionales en daños en caso de incumplimiento de las 

aseguradoras. Estos remedios no sustituyen otros a los que las 

partes tengan derecho conforme a las leyes de Puerto Rico o las leyes 
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federales aplicables. Conforme surge palmariamente del propio 

artículo, una parte puede solicitar los remedios que tenga 

disponibles en materia de contratos o derecho extracontractual o 

daños y perjuicios. 

 En el presente caso, no existe duda de que la parte recurrida 

no realizó ningún reclamo extracontractual. Más bien, alegó que 

MAPFRE incumplió con los términos de la póliza de seguros. Por lo 

que, a tenor con las disposiciones del entonces vigente Art. 1077 del 

Código Civil de 193022, tiene derecho a exigir el cumplimiento de lo 

expresamente pactado o la resolución de la póliza. Además, puede 

solicitar los remedios en daños que el Art. 27.164 del Código de 

Seguros, supra, le permite. Una solicitud no sustituye la otra ni 

atiende un mismo reclamo.  

El texto del Art. 27.164, supra, prohíbe a los tribunales 

adjudicar y procesar una causa de acción por daños al amparo de 

dicho estatuto y, a su vez, por otras leyes aplicables. Ello con el 

propósito de evitar la duplicidad de causas. Ahora bien, no prohíbe 

que el asegurado presente aquellas causas de acción a las que tenga 

derecho al amparo de otras leyes y los remedios adicionales que 

provee el Art. 27.164 del Código de Seguros, supra, toda vez que las 

disposiciones de dicho artículo constituyen “remedios y protecciones 

civiles adicionales”, según determinó el Legislador. Véase la 

Exposición de Motivos de la Ley Núm. 247-2018. Un análisis 

integrado de estas disposiciones refleja que la intención del 

legislador no fue limitar los derechos, sino ampliar las 

oportunidades y remedios que le permiten a un asegurado recuperar 

el valor de los daños provocados a su propiedad, cuando tenga una 

póliza de seguros. No podemos concluir que la Ley Núm. 247-2018 

tuvo el alcance de privar al asegurado de instar o incoar otras causas 

 
22 31 LPRA ant. sec. 3052. 
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de acción, distinta a la provista en el Artículo 27.164 del Código de 

Seguros, supra, ante los tribunales. Ello sería contrario al espíritu e 

intención legislativa de proveer mayores herramientas y robustecer 

nuestro ordenamiento con relación a la industria de seguros en 

Puerto Rico. Lo que se intenta es evitar la duplicidad de acciones.   

En vista de lo anterior, la parte recurrida podía acumular la 

causa de acción de incumplimiento de contrato, para exigir el 

cumplimiento de lo pactado o la resolución de la póliza, y la causa 

de acción permitida por el Art. 27.164 del Código de Seguros, supra, 

que puede ser accionada en los tribunales. No obstante, la 

indemnización por los daños estará sujeta a lo dispuesto en el Art. 

27.164 del Código de Seguros, supra. Por lo tanto, el TPI no cometió 

el segundo error al permitir la causa de acción por incumplimiento 

de contrato y la dispuesta en el Art. 27.164 del Código de Seguros, 

supra.  

V. 

 Por los fundamentos expuestos, se expide el auto de certiorari 

y se confirma la Orden recurrida.  

 Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones.  

 
 

                                            Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
                                     Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


